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I. Introducción

El presidencialismo latinoamericano se apartó del modelo clásico norteame-
ricano introduciendo instituciones propias de los regímenes parlamentarios. 
Aunque ciertamente se distinguen matices, muchos han tendido a parlamen-
tarizar sus sistemas de gobierno. En el debate se ha vinculado el diseño del 
sistema de gobierno a la inestabilidad política (Colomer y Negretto, 2003; 
Córdova, 2007; Nogueira, 2015), mientras otros estudios refieren a factores 
económicos, sociales e histórico-culturales (Lipset, 2016; Przeworski , 2016; 
Carpizo, 2007).

Diversos estudios han puesto énfasis en la tendencia del presidencialis-
mo a concentrar poderes en una persona, el presidente, y lograr una demo-
cracia estable. Son conocidas las debilidades de los regímenes presidenciales 
que plantea Juan Linz poco aptas para la política democrática de la nego-
ciación e incapaz de enfrentar situaciones de crisis:

a) la legitimidad democrática dual, del presidente y del congreso; b) la pro-
babilidad de conflicto y la ausencia de mecanismos obvios para resolverlo; 
c) el carácter de suma cero de las elecciones presidenciales; d) la implicación 
mayoritaria que puede llevar a la desproporcionalidad; e) la polarización po-
tencial; f) la rigidez de los mandatos fijos (Linz, 1997).

*		 Profesora de la Pontificia Universidad Católica del Perú. ORCID: 0000-0001-9711-
3818.
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Esas características del presidencialismo establecerían incentivos para 
estrategias no cooperativas entre los actores políticos, y de ello derivarían si-
tuaciones de bloqueo institucional que podrían degenerar en intervenciones 
militares y propiciar el derrumbe de la democracia (Linz, 1994). La fuente 
del conflicto sería institucional, pues siendo el origen y la supervivencia del 
Ejecutivo y Legislativo independientes, los sistemas presidenciales carecen 
de mecanismos institucionales que incentiven conductas cooperativas (Fi-
gueiredo y Limongi, 2000).

En su defensa, otras investigaciones relativizaron las objeciones al pre-
sidencialismo (Nohlen, 1993; Mainwaring, 1994), encontrando que los fac-
tores de inestabilidad política están referidos a otros factores vinculados a 
partidos políticos. Los estudios de Shugart y Carey (1992) sugirieron consi-
derar dos variables: las facultades legislativas de los presidentes y el apoyo 
de los partidos con representación parlamentaria. En efecto, el tipo de opo-
sición es determinante, pues si no está dispuesta a negociar con el gobierno 
pueden desarrollar una oposición obstruccionista, de desgaste gubernamen-
tal, de forma que el sistema político puede bloquearse con el consiguiente 
peligro de crisis del sistema político institucional (Nogueira, 2017). El pre-
sidencialismo en sistemas multipartidistas con un congreso electo por re-
presentación proporcional alienta la crisis de gobernabilidad y el culto a la 
personalidad (Ackerman, 2007).

La inestabilidad política no parece estar en la naturaleza del presiden-
cialismo, sino en factores exógenos, aunque el diseño institucional puede fa-
vorecerla. El presente capítulo desarrolla cómo los conflictos entre Ejecutivo 
y Legislativo en regímenes presidenciales escalan hasta destituir o forzar la 
renuncia del presidente. Específicamente el papel que desempeña el con-
greso para sostener al presidente o anticipar el término de su mandato. Se 
analiza el caso peruano en el contexto de la crisis política que llevó a tener 
seis presidentes en cinco años, entre 2018 y 2022. Si bien en este período no 
hubo un quiebre democrático, el efecto es el deterioro del sistema político 
que se observa en otros indicadores.

Los índices de V-Dem, muestran que Perú ha retrocedido en todos sus 
reportes. De acuerdo con la medición de 2023, obtiene un puntaje de 0,70 
en democracia electoral y 0,58 en democracia liberal, mostrando un sig-
nificativo retroceso. Ello es consistente con el informe elaborado por The 
Inteligence Unit de The Economist, que calificó a Perú en 2022 como demo-
cracia imperfecta, degradándolo en 2023 a régimen híbrido, siendo uno de 
los puntajes menores el de cultura política y participación. Por otro lado, 
de acuerdo con los resultados del Barómetro de las Américas de 2023, sólo 
51% de los peruanos apoyan la democracia, y 19% señala estar satisfechos 
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con su funcionamiento. Ambos son valores menores a los registrados desde 
2006. Como destaca Arturo Maldonado en el informe, la erosión democrá-
tica tiene como contrapartida el sostenimiento de actitudes antidemocráti-
cas; 44% manifiesta su tolerancia a golpes ejecutivos. En el caso peruano, 
la erosión democrática se da en el marco de la debilidad de los partidos 
políticos, la desconfianza de los ciudadanos en sus instituciones democráti-
cas y un congreso unicameral que hace más expeditas la toma de decisiones 
parlamentarias incluyendo la destitución del presidente.

II. Conflictos entre Ejecutivo y Legislativo:  
caídas presidenciales

En las dos últimas décadas, diversas investigaciones (Pérez-Liñán, 2008; 
2009; Negretto, 2006; Marsteintredet, 2008; Lanzaro, 2014; Llanos y Mars-
teintredet, 2010; Martinez 2020) dan cuenta de la forma en que los presiden-
tes en América Latina terminan sus mandatos antes del plazo establecido en 
la Constitución, bajo las modalidades de renuncias forzadas, juicio político o 
destitución a través de alguna otra fórmula constitucional. A este fenómeno 
se le ha denominado “parlamentarización de los sistemas presidenciales” (Va-
ladés, 2008). En efecto, “aun cuando las Constituciones de América Latina 
siguen siendo presidencialistas, estableciendo formalmente la separación del 
origen y supervivencia de las ramas de gobierno electas, en la práctica, la 
sustitución de los presidentes muestra un tinte más parlamentario, con un 
dominio legislativo” (Carey, 2006).

Aunque para Eguiguren existe una diferencia entre la tendencia a par-
lamentarizar los regímenes presidenciales y “una nueva forma de inesta-
bilidad política”, que se manifiesta en golpe de Estado parlamentario.1 Lo 
primero hace referencia a la incorporación e instituciones características de 
los sistemas parlamentarios al sistema presidencial, muy característico de los 
presidencialismos latinoamericanos, “con la intención de introducir meca-
nismos para un mayor control político parlamentario frente a los excesos del 
presidencialismo” o de habilitar “salidas políticas ante graves conflictos en-
tre gobierno y Parlamento, para superar los bloqueos políticos que pueden 
darse en el sistema presidencial puro”. El golpe de Estado parlamentario 

1		 El término es utilizado también por Aníbal Pérez Liñán para describir “una presiden-
cia interrumpida con acuerdo del Poder Legislativo, pero en circunstancias que potencial-
mente violentan el normal proceso democrático”. Refiere no solamente a circunstancias en 
las que los legisladores inician la acción contra el Poder Ejecutivo, sino a aquellas en las que 
secundan a terceros actores.
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refiere “a la deliberada distorsión e instrumentación del juicio político o la 
declaración de vacancia presidencial para utilizarlos políticamente a modo 
de una censura parlamentaria contra el presidente, lo que destruye un ele-
mento central del régimen presidencial” (Eguiguren, 2017).

¿Qué factores determinan el término anticipado del mandato? Los 
estudios refieren a factores que causan o detonan destituciones o renuncias 
anticipadas en contextos de crisis presidenciales, por ejemplo: i) presidentes 
en minoría; ii) presidentes independientes, no afiliados a partidos políticos; 
iii) denuncias de corrupción; iv) protesta social contra el gobierno; v) desa-
probación ciudadana, y vi) poca experiencia política.

A ello se suma el factor de la ausencia de contención institucional en 
los actores políticos (Levitsky y Ziblatt, 2018). Explican los autores que se 
trata del autocontrol para no realizar acciones que respetan la ley, vulneran 
a todas luces sus objetivos.

Negretto explica que desde finales de la década de 1970 el desencade-
namiento de las crisis presidenciales termina en la interrupción del manda-
to y no en golpes de Estado militares. Estas crisis implicaron “una interac-
ción compleja entre movilización social, ya sea espontánea o activada por 
actores políticos y conflictos institucionales”. Un elemento común en las 
crisis presidenciales es la “ruptura de la cooperación” entre los dos poderes 
del Estado, “el congreso o el presidente vio la eliminación del otro como la 
solución a la crisis”, incluso en los casos en que el conflicto social precedió 
al conflicto (Negretto, 2006). Para Negretto y Peréz Liñán “el tamaño del 
partido del presidente es un indicador imperfecto para medir el apoyo legis-
lativo al Poder Ejecutivo”. En el mismo sentido, Christopher Martínez pone 
énfasis en el papel de los partidos políticos (Martínez, 2021).

Los presidentes minoritarios no necesariamente están expuestos a ser 
depuestos u obligados a renunciar, lo están en mayor medida cuando no 
controlan al legislador “mediano” o al “pivote”. Explica Pérez Liñán que 
“el legislador «mediano» es aquel ubicado en el centro del espectro polí-
tico, siempre necesario para conformar una mayoría... El legislador «pi-
vote» es aquel cuyo respaldo es necesario para sostener el veto presiden-
cial”. También puede prevenirse con reformas en el sistema electoral para 
evitar los problemas de gobernabilidad en los regímenes presidenciales en 
gobiernos divididos (Negretto, 2003). Lanzaro y Chasquetti muestran que 
los presidencialismos multipartidistas pueden mantener la estabilidad de-
mocrática, siempre y cuando se formen coaliciones de gobierno (Lanzaro, 
2001).
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III. El papel del Congreso  
en las caídas presidenciales

En América Latina, el papel del Congreso ha sido determinante para soste-
ner a los presidentes en minoría. Si bien en el diseño constitucional el juicio 
político o el mecanismo de destitución otorga la competencia al Congreso, se 
distinguen casos en los que el origen de la destitución surge de una coalición 
parlamentaria para la destitución de aquellas que pueden imputarse a la con-
ducta del presidente o al descontento ciudadano.

Así, por ejemplo, el quiebre de una coalición parlamentaria, como en el 
caso de Gutiérrez en Ecuador (Martínez, 2022), Lugo en Paraguay o Rous-
seff en Brasil, pueden gatillar la conformación de esas coaliciones para la 
destitución. En otros casos, el Congreso ha contenido la destitución, aunque 
concurrieron crisis políticas; es el caso de Sebastián Piñeira en Chile. La 
capacidad de resiliencia de las democracias más institucionalizadas facilita 
que se sostenga al presidente, evitando el término anticipado del mandato 
por causas que no importen gravedad. Polga-Hecimovich (2023) encuentra 
que hay una “trampa del juicio político”, pues en los países que tuvieron 
procesos de destitución, aunque no hayan sido inicialmente exitosos, se in-
corpora el mecanismo de destitución en la dinámica de la relación entre 
Ejecutivo y Legislativo. Así puede iniciarse un ciclo de inestabilidad política. 
Cuando se cambian los gobernantes, las coaliciones y partidos de apoyo con 
una frecuencia que no coincide con periodos electorales, de manera impre-
vista e inesperada, se habla de inestabilidad política (Pasquino, 2004). Un 
“gobierno inestable es síntoma de mal gobierno” (Sartori, 1994).

1. El caso peruano

El presidencialismo peruano puede ser calificado como atenuado, aun-
que la categoría de presidencialismo parlamentarizado describe mejor las 
características particulares de un sistema que desde el siglo XIX incorpo-
ra progresivamente mecanismos de control propios de los regímenes parla-
mentarios (García, 2006; Eguiguren, 2007; Valadés, 2008; Campos, 2014). 
Estos elementos de los regímenes parlamentarios han llevado a calificarlo 
como semipresidencial, pero no lo es. En Perú, el presidente de la República 
es jefe de Estado y jefe de gobierno, siempre tiene la última decisión sobre los 
asuntos de gobierno (Fernández, 1994). Villarán precisa que se trata de un 
presidente fuerte y un gabinete débil. Así, la temprana incorporación de 
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refrendo ministerial fue “poco efectiva como límite al poder del presidente, 
dado que él puede prescindir de cualquier ministro que se resista a secun-
dar la orientación política que determine” (Eguiguren , 2021). En el diseño 
institucional de la presidencia, no hay competencias específicas que le otor-
guen una cuota de poder formal al presidente del Consejo de Ministros por 
encima del presidente de la República.

2. El presidente de la República en la Constitución

El diseño de la figura presidencial se vio fortalecido por las Constitucio-
nes de 1979 y, en mayor medida, por la de 1993. La Constitución establece 
que el presidente es el jefe de Estado y jefe de gobierno (artículos 110 y 118, 
incisos 2 y 3). El presidente de la República nombra y remueve al presidente 
del Consejo, así como a los demás ministros (artículo 122), aunque la per-
manencia está sujeta a la aprobación de la cuestión de confianza (artículo 
130); dirige la política exterior y las relaciones internacionales, celebra y 
ratifica tratados ejecutivos; nombra embajadores y ministros plenipotencia-
rios, con aprobación del Consejo de Ministros, con cargo de dar cuenta al 
Congreso. El presidente de la República es el jefe supremo de las fuerzas 
armadas y de la Policía Nacional (artículo 167). Administra la hacienda pú-
blica; negocia los empréstitos (artículo 118); preside el Sistema de Defensa 
Nacional y organiza, distribuye y dispone el empleo de las fuerzas armadas 
y de la Policía Nacional (artículo 118).

El presidente puede disolver el Congreso si éste ha censurado o negado 
su confianza a dos Consejos de Ministros (artículo 134); dispone de poderes 
legislativos como iniciativa legislativa (artículo 107), la posibilidad de legis-
lar previa delegación de facultades, de dictar decretos de urgencia en mate-
ria económica y financiera (artículos 118, incisos 19 y 104); tiene, asimismo, 
la potestad de observar las leyes, sin embargo, este poder es relativo porque 
el Congreso con mayoría absoluta puede desconocer el veto (artículo 108). 
Así, los presidentes han logrado un alto nivel de éxito legislativo hasta 2016, 
pero no pudieron evitar que se aprueban leyes por insistencia.

Las Constituciones del siglo XX diseñaron un sistema de protección 
presidencial que se fundamentó en “la ausencia de responsabilidad política 
del presidente de la República, así como las limitaciones en la eficacia de la 
responsabilidad política ministerial ante el Congreso”, por lo que “el único 
mecanismo directo de control parlamentario al presidente sería la posibili-
dad de someterlo al antejuicio o juicio político” (Eguiguren, 2021). El artícu-
lo 117 de la Constitución contempla que
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El presidente de la República sólo puede ser acusado, durante su período, 
por traición a la patria; por impedir las elecciones presidenciales, parlamen-
tarias, regionales o municipales; por disolver el Congreso, salvo en los casos 
previstos en el artículo 134 de la Constitución, y por impedir su reunión o 
funcionamiento, o los del Jurado Nacional de Elecciones y otros organismos 
del sistema electoral.

En caso que el presidente fuera denunciado por delitos no previstos, ha-
bría que esperar a que culmine su mandato para tramitar la denuncia (Egui-
guren, 2021). Esta protección no tiene correlato a nivel comparado, pues 
se han previsto diversos actos que activan la posibilidad de iniciar un juicio 
político.2 Aunque resulte contra fáctico, explica Milanese (2012), el fortale-
cimiento del sistema se relaciona de forma inversa a la concentración de po-
der en manos del presidente; es decir, cuando el presidente tiene atribucio-
nes que lo colocan “por encima del resto en la relación interinstitucional”, 
se produce necesariamente un debilitamiento del sistema presidencial”.

Ante este blindaje presidencial, la vacancia por permanente incapaci-
dad moral se convirtió en la vía para destituir a los presidentes sin recurrir 
al procedimiento del antejuicio o juicio político.

3. Crisis presidenciales en Perú

El artículo 112 de la Constitución establece que el mandato presidencial 
es de cinco años. Sin embargo, los presidentes que ocuparon el cargo desde 
2016, lo hicieron por periodos menores. La crisis política en Perú se grafica 
en seis presidentes en cinco años. La duración promedio del mandato, sin 
contar a la actual presidenta, es de 15 meses. Ello, como ha sido referido en 

2		  Así, por ejemplo, en Estados Unidos, la Cámara de Representantes puede iniciar un 
procedimiento de impeachment por traición, cohecho u otros delitos y faltas graves. En Argen-
tina, la Cámara de Diputados acusa al presidente ante el Senado por mal desempeño, delito 
en el ejercicio de sus funciones o crímenes comunes. En Bolivia, la Asamblea Legislativa 
Plurinacional autoriza el enjuiciamiento del presidente a requerimiento del Fiscal General 
del Estado. En Colombia, la Cámara de Representantes acusa al presidente ante el Senado 
por delitos cometidos en ejercicio de funciones, o indignidad por mala conducta. En Chile, la 
Cámara de Diputados declara si ha lugar las acusaciones en contra del presidente, por actos 
de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la na-
ción, infringido abiertamente la Constitución o las leyes. En Ecuador, la Asamblea Nacional 
procede al enjuiciamiento político del presidente por delitos contra la seguridad del Estado, 
concusión, cohecho, peculado o enriquecimiento ilícito, entre otros delitos.
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los párrafos precedentes, distorsiona el presidencialismo, cuyo mandato fijo 
es una de las características esenciales.

Con excepción de Francisco Sagasti, cuyo periodo terminó el 28 de 
julio de 2021 (fecha en la que asumió Pedro Castillo), desde 2016, los presi-
dentes terminaron sus mandatos por declaraciones de vacancia por perma-
nente incapacidad moral y renuncias forzadas, como puede observarse en 
la tabla siguiente.

Tabla 1. Presidentes de Perú, 2016-2023

Presidente Tiempo en  
el cargo 

Causa de 
vacancia

Condición en la 
que asume 

Partido/Experiencia 
política

Pedro Pablo  
Kuczynski  

Godard 
(28/07/2016–
23/03/2018)

1 año, 7 
meses y 23 

días

Renuncia Presidente 
elegido 

Peruanos por el Kam-
bio (nuevo); exminis-
tro de Energía y Mi-
nas y de Economía y 
Finanzas; excandidato 
presidencial

Martín Alberto 
Vizcarra Cornejo 

(23/03/2018–
09/11/2020)

2 años ,7 
meses y 15 

días

Incapacidad 
moral

Vicepresidente Sin partido; exgober-
nador regional de Mo-
quegua

Manuel Arturo 
Merino de Lama 

(10/11/2020–
15/11/2020)

5 días Renuncia Presidente del 
Congreso 

Acción Popular; con-
gresista de la Repúbli-
ca (3 períodos)

Francisco Ra-
fael Sagasti 

Hochhausler 
(17/11/2020–
28/07/2021)

8 meses y 
11 dias

Fin del  
período 

Presidente del 
Congreso

Partido Morado

José Pedro Cas-
tillo Terrones 
(28/07/2021–
07/12/2022)

1 año, 4 
meses y 9 

días

Incapacidad 
moral

Presidente 
electo

Perú Libre 30/09/ 
2020; renunció el 
30/06/2022

Dina Ercilia 
Boluarte Zegarra 

(07/12/2022- 
actualidad)

En ejerci-
cio (2025)

Vicepresidenta Perú Libre 22/09/ 
2020; renunció el 
24/02/2022

Fuente: elaboración propia.
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La permanente incapacidad moral como causal de vacancia del presi-
dente se incorporó en la Constitución de 1839. Fue utilizada por primera 
vez el 21 de noviembre de 2000, para vacar a Alberto Fujimori, quien re-
nunció a la presidencia desde Tokio, Japón, cuando era de conocimiento 
público que viajó a Brunei para participar del foro de Cooperación Eco-
nómica Asia Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés). Previamente, ante 
los graves hechos que se sucedieron con la propalación de los videos que 
comprometían gravemente al presidente y al régimen, se había aprobado 
el anticipo de elecciones, recortando el mandato presidencial y el de los 
congresistas.

La simultaneidad entre elecciones presidencial y parlamentaria prevista 
en el sistema electoral busca un efecto de arrastre. Entre 2001 y 2021, este 
efecto ha sido limitado por el ballotage, pues mientras el Congreso fue electo 
en la fecha de la primera vuelta, los presidentes en el período bajo estudio 
se eligieron en la segunda. Así, entre 2001 y 2016, los gobiernos carecieron 
de mayorías parlamentarias y de coaliciones estables de gobierno,3 pero im-
pidieron una coalición opositora. Los tres presidentes lograron concluir sus 
mandatos. Las dificultades que enfrentaron se canalizaron con interpelacio-
nes y mociones de censuras. Aunque sólo prosperaron dos, muchas veces la 
presentación de la moción de censura trajo como consecuencia el cambio 
del ministro cuestionado (Campos, 2014). Los gobiernos contaron con gru-
pos parlamentarios que actuaron como operadores de sus políticas, buscan-
do acuerdos que condujeron a la continuidad democrática.

A. El caso de Pedro Pablo Kuczynski

En las elecciones de 2016, como en las anteriores, ninguno de los can-
didatos logró una mayoría en la primera vuelta, pero el Congreso quedó 
conformado en esa fecha, reflejando la votación de Keiko Fujimori, quien 
obtuvo la más alta votación: 39.86%. En la segunda vuelta Pedro Pablo Kuc- 
zynski se impuso por 41,057 votos (0.24%). El resultado fue el primer go-
bierno dividido en la historia republicana, de acuerdo con la definición de 
Sartori (2003), pues el Congreso estaba controlado por un partido político 
distinto al oficialista, y contaba con mayoría absoluta de un partido de opo-

3		 En 2001 Perú Posible formó una coalición con el Frente Independiente Moralizador, 
así, este partido asumió la conducción de dos ministerios y el grupo parlamentario apoyaría 
a la bancada del gobierno. Ambos partidos sufrieron el transfuguismo parlamentario, por 
lo que el número inicial de integrantes se vio reducido gradualmente. En 2004 se quebró el 
acuerdo.
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sición. El Congreso de 2016 quedó conformado por una bancada oficialista 
muy reducida, 14% de escaños; mientras Fuerza Popular obtuvo el 56% de 
escaños; la izquierda con el Frente Amplio obtuvo 16% de escaños; Alianza 
para el Progreso 8%; Acción Popular y el Apra 4% cada uno. El gobierno 
de Pedro Pablo Kuczynski no sólo carecía de mayoría, sino que tampoco 
logró coaliciones parlamentarias como las que formaron los presidentes To-
ledo (2001-2006), García (2006-2011) o Humala (2011-2016), en escenarios 
sin mayoría, pero con congresos más fragmentados (Campos, 2020).

La polarización de la campaña se extendió, aun cuando no había una 
gran distancia ideológica entre Ejecutivo y Legislativo; desde el inicio del 
gobierno la tensión escaló. Así, en el primer año se censuró al ministro de 
Educación, se negó la confianza al ministro de Economía y Finanzas y se in-
terpeló al ministro del Interior. En noviembre de 2016 se aprobó constituir 
la comisión investigadora, cuyo objetivo fue indagar sobre la corrupción de 
funcionarios públicos de los diferentes niveles de gobierno en relación con 
los contratos celebrados por el Estado peruano con las empresas brasile-
ñas Odebrecht, Camargo Correa, OAS, entre otras, conocida como el caso 
Lava Jato. En septiembre de 2017, el presidente del Consejo de Ministros 
presentó una cuestión de confianza que fue denegada, por lo que se produjo 
un cambio de gabinete.

En diciembre del mismo año, Pedro Pablo Kuczynski fue sometido a un 
proceso de vacancia por incapacidad moral permanente. La moción se fun-
damentó en información recibida por la aludida comisión investigadora que 
pondría en evidencia “la falta de verdad en las declaraciones del presidente 
de la República”.4 Si bien en diciembre no se lograron los votos debido a la 
fragmentación de Fuerza Popular,5 el 9 de marzo de 2018 se presentó una 
nueva moción con el mismo objetivo. Se le imputó al presidente haber ocul-
tado la verdad sobre sus relaciones contractuales con el grupo Odebrecht. 
Pedro Pablo Kuczynski declaró ante la comisión investigadora el día 16 de 
marzo de 2018. Cinco días después, y ante su inminente vacancia, presentó 
su carta de renuncia y emitió un pronunciamiento a través de la televisión y 
otros medios, acompañado de su gabinete. En la carta, Kuczynski expresó: 
“la oposición ha tratado de pintarme como si fuera una persona corrupta y 
ha conseguido hasta afectar a un grupo de trabajadores sencillos y honestos 

4		 Moción de orden del día 4710.
5		 El 22 de diciembre, un grupo de congresistas de Fuerza Popular votó en contra de la 

vacancia. El 24 Kuczynski indultó a Alberto Fujimori, concretándose lo que el propio pre-
sidente había adelantado en entrevistas. Este hecho ocasionó que tres parlamentarios de la 
bancada de gobierno renuncien.
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que laboran en mi domicilio, involucrándolos injustamente en esta artima-
ña de demolición en contra del Gobierno”. El Congreso aceptó su renuncia 
al día siguiente. Al momento de renunciar su aprobación estaba en 19%; su 
grupo parlamentario se redujo a 10% de escaños.

B. El caso de Martín Vizcarra

El 22 de marzo de 2018 asumió el mando el vicepresidente Martín Viz-
carra, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 de la Constitución, 
que regula la sucesión presidencial. Su gabinete juró el cargo el 2 de abril. 
Al momento en que Vizcarra asumió la presidencia, la conformación del 
Congreso ya había cambiado. Con excepción de Acción Popular y el Apra, 
todos los grupos parlamentarios se habían reducido.

En julio de 2018, Vizcarra propuso iniciativas legislativas para una re-
forma del sistema de justicia, luego de darse a conocer audios que invo-
lucraban a altos funcionarios del Consejo Nacional de la Magistratura y 
magistrados del Poder Judicial. En septiembre, el Ejecutivo presentó una 
cuestión de confianza sobre las iniciativas legislativas pendientes de dicta-
men, impulsando un referéndum para reformar la Constitución, aprobando 
la creación de la Junta Nacional de Justicia, la regulación del financiamiento 
de partidos, la prohibición de la reelección inmediata de parlamentarios y 
la restitución de la bicameralidad, aunque desistió de esta última por consi-
derar que el texto aprobado por el Congreso había desnaturalizado la pro-
puesta. En julio de 2019, tras una confrontación con el Congreso, Vizcarra 
solicitó, con ocasión del mensaje anual ante este poder del Estado, adelan-
tar elecciones generales. La propuesta fue archivada el 26 de septiembre de 
2019 en la Comisión de Constitución.

El 30 de septiembre, el Ejecutivo presentó un proyecto de ley a fin de 
modificar el procedimiento para la elección de los magistrados del Tribunal 
Constitucional, así como una cuestión de confianza sobre dicha iniciativa. 
La sesión de elección de magistrados se había convocado previamente para 
ese día. Al proceder con la elección, Vizcarra invocando el artículo 134 de 
la Constitución, disolvió el Congreso considerando que se había denegado 
de manera fáctica la cuestión de confianza y convocó a elecciones parla-
mentarias complementarias para el 26 de enero de 2020. Al momento de la 
disolución, el gobierno contaba con solo 4% de los escaños. El Congreso se 
había fragmentado, duplicándose el número de grupos parlamentarios. Al 
inicio del período fueron seis que correspondían a los partidos políticos que 
obtuvieron escaños; en 2019 había doce grupos.
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La facultad de disolver el Congreso se había incorporado en la Consti-
tución de 1979. Se mantuvo en la de 1993 a pesar de tratarse de un congre-
so unicameral. Se eliminaron algunos candados y se facilitó su uso al redu-
cirse de tres a dos los gabinetes censurados, o a los que se les hubiera negado 
la confianza. Era la primera vez que se invocaba. El conflicto entre poderes 
escaló a través de los mecanismos constitucionales que, si bien canalizaron 
el conflicto, no lograron contenerlo. Se produjo el choque de trenes.

El nuevo Congreso se instaló el 16 de marzo, al día siguiente de la de-
claratoria de estado de emergencia por la pandemia. Nueve partidos polí-
ticos lograron representación parlamentaria. Fue la mayor fragmentación 
parlamentaria al inicio de un periodo, a pesar de la aplicación de la barrera 
electoral de 5%. Los partidos que disputaron la presidencia y las tensiones 
que desencadenaron esta nueva elección obtuvieron los siguientes resulta-
dos: Fuerza Popular obtuvo el 11.5% de los escaños; el partido Peruanos por 
el Kambio —que modificó su nombre a Partido Político Contigo— no ob-
tuvo representación; Acción Popular obtuvo la primera minoría con 19%; 
Alianza para el Progreso 17%; Frente Amplio 7%. Dos partidos retornaron 
al Congreso: Unión por el Perú (con 10%) y Somos Perú (con 8.46%). In-
gresaron tres nuevos actores parlamentarios como el Frepap con 11.5%; Po-
demos con 8.5%; y el Partido Morado con 7%. Martín Vizcarra se convirtió 
en un presidente sin partido y sin bancada.

Las relaciones del nuevo Congreso con el Poder Ejecutivo se volvieron 
tensas debido a las medidas para controlar y combatir la pandemia. Un 
hecho reveló el punto de inflexión en la relación entre ambos poderes: la 
denegación de la cuestión de confianza al gabinete Cateriano, en el marco 
del debate y votación al inicio de la gestión en cumplimiento del artículo 
130 de la Constitución, el 4 de agosto de 2020. Fue la primera vez que se 
denegó el voto de confianza al inicio de la gestión de un gabinete desde que 
este requisito se incorporó en la Constitución de 1993.

En septiembre de 2020, Martin Vizcarra libró una primera moción de 
vacancia por incapacidad moral permanente. Una segunda moción se pre-
sentó el 20 de octubre por hechos vinculados a su gestión como gobernador 
de Moquegua. Los cargos, muy diversos en cada moción, lo vincularon a 
actos de corrupción. La primera por la injerencia en la contratación de un 
pintoresco personaje en el Ministerio de Cultura. La segunda por imputa-
ciones de un colaborador eficaz respecto a la recepción de dinero para la 
adjudicación de obras mientas ejerció el cargo de gobernador en 2014. El 
9 de noviembre de 2020, el Congreso aprobó la moción por 105 votos. De 
acuerdo con lo registrado por el Instituto de Estudios Peruanos, en octubre, 



13CONFLICTOS ENTRE EJECUTIVO Y LEGISLATIVO EN REGÍMENES...

la aprobación de Vizcarra se encontraba en 60%, mientras que la encuesta 
de Ipsos registró que sólo 10% consideró que la vacancia fue correcta.

C. El caso de Manuel Merino

Con la vacancia de Vizcarra, el presidente del Congreso, Manuel Me-
rino, asumió la Presidencia de la República. Lo hizo en cumplimiento de 
la sucesión constitucional establecida en el artículo 115 antes mencionado. 
El 15 de noviembre de 2020, Manuel Merino renunció al cargo luego de 
protestas en las que lamentablemente murieron dos jóvenes. Al día siguien-
te el Congreso eligió al congresista Francisco Sagasti como presidente del 
Congreso, quien asumió la Presidencia de la República, de acuerdo con la 
citada disposición constitucional.

La presidencia de Francisco Sagasti tuvo momentos de conflictividad, 
ya que en el Congreso se promovieron dos mociones con el propósito de 
destituirlo. Se restableció la calma con la vacunación contra la COVID-19 
y una actuación rápida frente a los conflictos en el propio Ejecutivo.

D. El caso de Pedro Castillo

En ese contexto se llevan a cabo las elecciones de 2021. La primera 
vuelta se llevó a cabo entre dieciocho candidatos. Pedro Castillo era un 
outsider, profesor de primaria y líder sindical y ganó la primera vuelta con 
15.38% de votos emitidos. Dos semanas antes de la elección, Castillo no 
era parte del empate técnico entre seis candidatos presidenciales. Castillo 
había sido candidato a un gobierno local en Cajamarca en el año 2002 por 
el partido político Perú Posible, partido del que fue militante hasta 2017. En 
septiembre de 2020 se inscribió en Perú Libre. Keiko Fujimori, del parti-
do Fuerza Popular, obtuvo 10.9% de votos emitidos; era la tercera vez que 
competía para alcanzar la presidencia. Por primera vez los dos candidatos 
que llegaron a segunda vuelta no suman 27% de los votos emitidos.

Perú Libre, el partido de Castillo, obtuvo 28% de los escaños, y Fuerza 
Popular 18%. Otros ocho partidos obtuvieron representación parlamenta-
ria: Acción Popular con 12% de escaños; Alianza para el Progreso otro 
12%; Renovación Popular, 10%; Avanza País, 5 %; Podemos, Somos Perú, 
y Juntos por el Perú, 4%, cada uno. El Partido Morado con tres escaños, no 
alcanzó la pluralidad requerida para formar grupo parlamentario. Junto a 
Fuerza Popular, Renovación Nacional y Avanza País, armaron un bloque 
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de derecha. Mientras que Juntos por el Perú se sumó al partido oficialista. 
Como muestra de esa alianza, el congresista Roberto Sánchez asumió un 
ministerio.

La presidencia de Pedro Castillo fue turbulenta. Nombramientos cues-
tionados, denuncias de corrupción y una inestabilidad en su propio equipo 
que lo llevó a 78 ministros de Estado en 16 meses de gobierno. Los primeros 
cuestionamientos a las designaciones de los ministros se fundamentaron en 
la falta de idoneidad. Estos cuestionamientos provinieron de la oposición 
parlamentaria, pero se documentaron en informes de la Defensoría del Pue-
blo, la Contraloría General de la República y la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil, instituciones que advirtieron irregularidades en las decisiones 
y gestión del gobierno.

El Congreso de 2021 fue fragmentado y muy polarizado. Castillo logró 
construir un apoyo mayor a los 44 votos requeridos para evitar ser vacado 
por permanente incapacidad moral. Si bien Perú Libre perdió la mitad de 
sus congresistas, estos formaron nuevos grupos que mantuvieron apoyo al 
gobierno en el que reclamaron cuotas de poder. Actualmente, el Congreso 
y el Ministerio Público están investigando hechos que exceden a una nego-
ciación política por los que un grupo de parlamentarios habrían comprome-
tido su voto a cambio de puestos de trabajo y obras públicas.

Castillo libró dos mociones de vacancia, en noviembre de 2021 y marzo 
de 2022. La votación de la tercera moción estaba en agenda para la tarde 
del 7 de diciembre, sin que hubiera certeza sobre la existencia de los 87 
votos requeridos. Había logrado un equilibrio precario. Inexplicablemente, 
en un mensaje televisivo comunicó la decisión de instaurar un gobierno de 
emergencia excepcional, disolver temporalmente el Congreso de la Repú-
blica, convocar en el más breve plazo a elecciones para un nuevo congreso 
con facultades constituyentes para elaborar una nueva Constitución en un 
plazo no mayor de nueve meses. Declaró en “reorganización” el sistema de 
justicia: el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Junta Nacional de Justicia 
y el Tribunal Constitucional. La declaración de vacancia fue consecuencia 
de este hecho que atenta contra la existencia del Estado constitucional de 
derecho.6 De acuerdo con el Instituto de Estudios Peruanos su aprobación 
estaba en 31%, siendo la más baja en Lima con 19%, y 40% en el sur.7

6		 La Resolución del Congreso 001-2022-2023-CR invocó el artículo 46 de la Constitu-
ción Política que establece que nadie debe obediencia a un gobierno usurpador, ni a quienes 
asumen funciones públicas en violación de la Constitución y de las leyes, y que son nulos los 
actos de quienes usurpan funciones públicas e invoca flagrancia.

7		 En diciembre, Ipsos publicó una encuesta sobre el golpe de Estado, 33% se mostró de 
acuerdo. Estos datos son coherentes con otros que publicó el Barómetro de las Américas res-
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De acuerdo con lo previsto por la Constitución, asumió la presiden-
cia Dina Boluarte Zegarra, primera vicepresidenta. En el mensaje ante el 
Congreso de la República señaló que su gobierno concluiría en julio de 
2026. Las manifestaciones sociales y lamentables muertes ocasionaron que 
el domingo 11 de diciembre, la presidenta anuncie elecciones anticipadas 
para el año 2024, así como declarar el estado de emergencia en todo el 
país. El anticipo de elecciones no está previsto en la Constitución, supone 
una reforma constitucional que no logró consenso en el Congreso. A la fe-
cha, no es un tema en la agenda parlamentaria. Tampoco lo es para la pre- 
sidenta cuyo mandato concluye en 2026. La correlación de fuerzas en el 
Congreso cambió entre 2021 y 2023. La presidenta había renunciado a su 
afiliación en Perú Libre desde febrero de 2022. Actualmente, el Congreso 
tiene 11 grupos parlamentarios (llegó a tener 13). Fuerza Popular mantiene 
18% de escaños; Perú Libre pasó de 28% a 12% de escaños; Acción Popu-
lar cuenta con 11%; Alianza para el Progreso, 8%; Renovación Popular, 
Avanza País y Juntos por el Perú, 7%, cada uno; Somos Perú y Podemos, 
5%, cada uno. Dos nuevos grupos y los no agrupados suman 20%. Aunque 
no hubo formalmente un cambio de gobierno, pues Boluarte fue electa 
como vicepresidenta de Castillo, hoy la oposición está formada por los gru-
pos parlamentarios que apoyaron a Castillo. Así lo muestran las mociones 
de interpelación y vacancia por permanente incapacidad moral que han 
presentado.

IV. Factores detrás de las crisis  
presidenciales de 2016-2023

Los elementos comunes en estas destituciones son fundamentalmente presi-
dencias en minoría, presidentes sin partido o con uno muy débil, contexto de 
denuncias de corrupción. Otros factores como la desaprobación ciudadana, 
conflictividad social, ausencia de experiencia política no son comunes a todos 
los casos.

Algunas importantes explicaciones a esta crisis permanente que hemos 
graficado como un choque de trenes, son la pérdida de poder del Ejecutivo 
frente al Congreso (Dargent y Rousseau, 2022). Aun cuando paralelamente 
se describe una dilución de poder expresada en la fragmentación electoral, 

pecto a la tolerancia a los golpes de Estado y el informe del Inteligence Unit de The Economist 
sobre cultura política. El rechazo a los golpes de Estado y la vacancia inmediata en el cargo 
del presidente golpista debe ser la regla.
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el reemplazo paulatino de políticos profesionales por políticos outsiders, y la 
ruptura de vínculos entre las autoridades electas y la sociedad (Barrenechea 
y Vergara, 2023) que, de cara a los temas descritos, han detonado esta ines-
tabilidad política desde 2016, socavando la democracia.

La conducta de los actores políticos se explica en la crisis de la repre-
sentación y debilidad de los partidos que dejaron de serlo para convertirse 
en coaliciones de independientes (Zavaleta, 2022), cuya actuación carece 
del incentivo del accountability que brinda la reelección y de la experiencia 
política que es más favorable a conductas colaborativas y de autocontrol. 
Prueba de ello es que la fragmentación no impidió altas votaciones para las 
vacancias.

Al lado de estos factores están los institucionales. Un sistema político 
disfuncional que con un congreso unicameral ha activado procesos de desti-
tución por hechos ocurridos con anterioridad al ejercicio de la presidencia. 
En esa línea y conscientes que los cambios al diseño institucional no impli-
can un cambio en la conducta de los actores, pero pueden generar incen-
tivos, se han planteado reformas que incentiven carreras políticas y parti-
dos políticos institucionalizados. Las reformas son necesarias para un mejor 
diseño institucional, pero la gobernabilidad democrática depende más del 
compromiso democrático de los actores políticos que del diseño.
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